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0. Disposiciones estatales

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

CONFLICTO positivo de competencia número
541/98, y recurso de inconstitucionalidad número
1172/98, acumulados, promovidos el primero por el
Gobierno frente a la Junta de Andalucía y el segundo
por el Presidente del Gobierno.

El Tribunal Constitucional, por auto de 14 de julio actual,
ha acordado mantener la suspensión del Decreto del Consejo
de Gobierno de la Junta de Andalucía 287/1997, de 23 de
diciembre, por el que se determinan las competencias de los
órganos de la Administración de la Junta de Andalucía en
relación con los pagos, cauciones, depósitos o consignaciones

judiciales y, por consiguiente, de la Disposición adicional octa-
va de la Ley del Parlamento de Andalucía 7/1997, del Pre-
supuesto de la Comunidad Autónoma para 1998, suspen-
siones que fueron dispuestas, respectivamente, en el conflicto
positivo de competencia número 541/98, planteado por el
Gobierno de la Nación, y en el recurso de inconstitucionalidad
acumulado número 1172/98, promovido por el Presidente
del Gobierno, con invocación en ambos del artículo 161.2
de la Constitución, y que aparecieron publicadas en los Bole-
tines Oficiales del Estado de 24 de febrero y de 9 de abril
de 1998, respectivamente.

Madrid, a catorce de julio de mil novecientos noventa
y ocho.- El Presidente del Tribunal Constitucional, Alvaro
Rodríguez Bereijo. Firmado y rubricado, El Secretario General.

1. Disposiciones generales

CONSEJERIA DE GOBERNACION Y JUSTICIA

DECRETO 146/1998, de 7 de julio, por el que
se regulan las bases de creación, organización y fun-
cionamiento de las oficinas de respuesta unificada para
las pequeñas y medianas empresas.

Dentro del proceso de modernización de la Administración
de la Comunidad Autónoma, tiene especial importancia el
desarrollo de la actual línea de acercamiento de la Adminis-
tración a los ciudadanos, con la adopción de medidas ten-
dentes a agilizar los procedimientos administrativos de forma
que se dé una respuesta eficaz y adecuada a los requerimientos
que la sociedad demanda a una administración pública moder-
na, todo ello en virtud de mandato constitucional reflejado
en el artículo 103.2 de la Constitución, también recogido en
el artículo 34.1 de la Ley del Gobierno y la Administración
de la Comunidad Autónoma, Ley 6/1983, de 21 de julio.

Atendiendo al estado de la economía y de acuerdo con
Pacto por el Empleo y el Desarrollo Económico de Andalucía,
el Consejo de Gobierno está poniendo en marcha un conjunto
de medidas de apoyo a las pequeñas y medianas empresas
y a la creación de empleo, dentro del cual es trascendente
la adopción de aquéllas que permitan eliminar o reducir las
dificultades burocráticas que los ciudadanos puedan encontrar
en la tramitación de sus iniciativas ante los distintos órganos
de la Administración de la Junta de Andalucía para obtener
las preceptivas actuaciones a que debe someterse toda ini-
ciativa que tenga como finalidad una actividad productiva.

En el conjunto de la sociedad andaluza existe conciencia
de que el principal problema al que se enfrenta su economía
es el desempleo y que hay que tomar medidas para reducirlo.
Simultáneamente, existe un consenso generalizado en la idea
de que son las pequeñas y medianas empresas (PYMEs) las
que tienen una mayor incidencia en la generación de empleo.

La creación de nuevas empresas pone en marcha un
numeroso conjunto de procedimientos administrativos de
diversa naturaleza que existen para velar por el cumplimiento
de las normas en relación con la producción, medio ambiente,
crecimiento, defensa de los consumidores, puestos de trabajo,
seguridad de los trabajadores, riqueza, entre otros. Los pro-

cesos de racionalización de los procedimientos administrativos
son complejos; estudio y análisis de la normativa existente,
análisis de los procedimientos existentes, propuesta de nuevos
procedimientos, consenso con las partes afectadas, promul-
gación de nueva normativa, dotación de medios adecuados,
formación e implantación de los nuevos procedimientos, que
requieren un plazo largo de realización.

En tanto se culminan los procesos de racionalización de
los procedimientos existentes, la Consejería de Gobernación
y Justicia, en el ejercicio de la competencia que le corresponde
para desarrollar medidas de simplificación de procedimientos
y trámites administrativos, ha estimado prioritario disponer los
medios necesarios para la implantación en las provincias anda-
luzas de las Oficinas de Respuesta Unificada para la ejecución
de actividades privadas de carácter económico por las PYMEs.

Las Oficinas de Respuesta Unificada suponen un avance
importante en las relaciones con la Administración de la Junta
de Andalucía de las PYMEs que pretendan desarrollar una
iniciativa. En una sola operación podrán iniciarse todos los
trámites necesarios.

Así, por tanto, junto a la creación de las Oficinas, se
adoptan dos instrumentos excepcionales y transitorios en tanto
se racionalizan los procedimientos: Los plazos establecidos
para el procedimiento se pueden reducir a la mitad por apli-
cación de la tramitación de urgencia, de acuerdo con el art.
50 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común y en los órganos gestores se debe dar
prioridad a los expedientes procedentes de las Oficinas de
Respuesta Unificada, excepción prevista en el art. 74.2 de
la misma Ley. La apuesta es arriesgada y encierra dificultades
pero tiene perfecta justificación en la voluntad social gene-
ralizada de no escatimar esfuerzos y arbitrar medidas que favo-
rezcan las actividades económicas generadoras de empleo.

Para el seguimiento del funcionamiento de las Oficinas
se crean, con participación de las organizaciones empresariales
y sindicales más representativas, la Comisión Central y las
Comisiones Provinciales de Seguimiento y Evaluación.

En la elaboración del presente Decreto han participado
las organizaciones empresariales y sindicales más represen-
tativas.
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En su virtud, a propuesta de la Consejera de Gobernación
y Justicia de conformidad con el art. 39 de la Ley del Gobierno
y la Administración de la Comunidad Autónoma de Andalucía
y el Decreto 315/1996, de 2 de julio, modificado por el
83/1997, de 13 de marzo y previa deliberación del Consejo
de Gobierno en su sesión del día 7 de julio de 1998.

D I S P O N G O

CAPITULO I. REGLAS GENERALES

Artículo 1. Finalidad.
La finalidad del presente Decreto es la regulación de las

bases de creación, organización y funcionamiento de las Ofi-
cinas de Respuesta Unificada para pequeñas y medianas
empresas (en adelante PYMEs).

Artículo 2. Definición.
1. La Oficina de Respuesta Unificada será un órgano

competente, en el ámbito territorial de su provincia respectiva,
para participar en la tramitación de todos los procedimientos
recogidos en el Anexo de este Decreto para la puesta en marcha
y funcionamiento de las iniciativas de las PYMEs. En el referido
Anexo también se incluye, a meros efectos indicativos, la nor-
mativa de aplicación más relevante.

2. Su objeto es lograr la concurrencia con la máxima
eficacia y celeridad en la producción de cualquier tipo de reso-
lución o actuación de los distintos órganos de la Administración
de la Junta de Andalucía que sea preceptiva obtener previa-
mente al inicio o modificación de actividades económicas o
generadoras de empleo u ocupación por las PYMEs, así como
de las instalaciones o establecimientos necesarios para
desarrollarlas.

Artículo 3. Creación y régimen jurídico.
1. En cada provincia se podrá crear por Orden de la

Consejería de Gobernación y Justicia una Oficina de Respuesta
Unificada que quedará adscrita a la Delegación del Gobierno
de la Junta de Andalucía bajo la dirección de su titular.

2. Cada Oficina de Respuesta Unificada se creará cuando
se den las condiciones adecuadas de existencia de personal
con formación, medios materiales y organización provincial
para el cumplimiento del objetivo previsto con suficientes
garantías.

3. Las Oficinas de Respuesta Unificada tendrán la con-
sideración de Oficinas de Información Administrativa de la
Junta de Andalucía, Registros Auxiliares de Documentos de
los órganos provinciales afectados y Unidades Administrativas
Gestoras.

4. En el ejercicio de sus competencias, la Oficina res-
petará los contenidos de los informes, comunicaciones o reso-
luciones de los órganos competentes por razón de la materia.

Artículo 4. Jefatura.
1. Los titulares de las Secretarías Generales de las Dele-

gaciones del Gobierno de la Junta de Andalucía serán los
responsables directos del funcionamiento de cada Oficina. Ejer-
cerán, dentro del ámbito competencial de la Oficina, las fun-
ciones correspondientes a los Jefes de Servicios y, especí-
ficamente, la coordinación de la Oficina con el resto de las
dependencias provinciales de la Junta de Andalucía.

2. Dichas Secretarías Generales elevarán a las respectivas
Comisiones Provinciales de Coordinación creadas por el Decre-
to 512/1996, de 10 de diciembre, todos los datos e infor-
maciones necesarios para permitirles evaluar periódicamente
el funcionamiento de la Oficina.

Artículo 5. Funciones.
A las Oficinas de Respuesta Unificada les corresponden

las siguientes funciones:

a) Informar sobre competencias, órganos titulares de las
mismas y procedimientos que afecten a las iniciativas de acti-
vidades económicas o generadoras de empleo u ocupación
de las PYMEs.

b) Orientar e informar, a los titulares, promotores o inte-
resados en iniciativas, proyectos o actuaciones concernientes
a las actividades objeto de esta disposición, acerca de los
requisitos jurídicos o técnicos que las disposiciones vigentes
les impongan, incluidos, de forma genérica, los que resulten
competencia de otras Administraciones.

c) Revisar la corrección formal de las documentaciones
que puedan ser presentadas o se presenten para su tra-
mitación.

d) Practicar la liquidación de las tasas, precios públicos,
o cualquier tipo de ingreso que se devenguen a consecuencia
de la tramitación de los procedimientos de su competencia
que se tramiten en la Oficina de Respuesta Unificada, así
como observar el conjunto de actuaciones que el procedimiento
de liquidación, gestión y recaudación de los rendimientos de
tasas e ingresos análogos asigna a las oficinas gestoras.

e) Recibir y registrar las solicitudes y demás documen-
tación que se requiera para obtener de la Administración de
la Junta de Andalucía las actuaciones que permitan el desarro-
llo de las actividades objeto de este Decreto.

f) Requerir a los interesados para subsanar las faltas
observadas en las solicitudes o aportar los documentos pre-
ceptivos que hayan omitido. Igualmente podrán sugerir a éstos
las modificaciones o mejoras voluntarias de las solicitudes que
estimen convenientes.

g) Remitir los expedientes directamente a las unidades
competentes para tramitar y obtener las resoluciones o actos
específicos que sean necesarios, sin necesidad de que inter-
vengan registros u otras unidades u órganos intermedios.

h) Adoptar las medidas necesarias para obtener la pre-
sentación conjunta de toda la documentación previa que el
régimen jurídico específico prevea para las iniciativas de
desarrollo de las actividades objeto de este Decreto.

i) Seguir e impulsar la tramitación de los expedientes
iniciados ante la Oficina, pudiendo recabar de los distintos
órganos de la Administración de la Junta de Andalucía los
datos e informes que considere procedentes y proponerles las
actuaciones necesarias para la consecución de sus objetivos.

j) Comunicar y notificar a los interesados las incidencias
que puedan producirse en la tramitación de las solicitudes
así como los actos y resoluciones que afecten a sus derechos
o intereses.

k) Cualesquiera otras que se le atribuyan para la con-
secución de sus objetivos.

CAPITULO II. PROCEDIMIENTO

Artículo 6. Solicitudes.
1. Las solicitudes que quieran ser tramitadas a través

de la Oficina de Respuesta Unificada y se presenten en ella
o en cualquiera de los Registros de Documentos previstos en
el punto 4, del artículo 38 de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común deberán estar
formuladas en el modelo normalizado que existirá a tal fin.

2. La solicitud se acompañará de aquellos otros formu-
larios y documentos que sean requeridos en razón de los pro-
cedimientos específicos que hayan de tramitarse, así como
de aquellos documentos que el solicitante estime conveniente
para precisar o completar los datos de la misma.

Dichos formularios y la descripción de la tramitación que
ha de seguirse, estarán a disposición de los interesados en
cada Oficina de Respuesta Unificada.
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Artículo 7. Subsanación y mejora de la solicitud.
1. Recibida la documentación en la Oficina se procederá,

de ser posible con el interesado, a la revisión formal de la
solicitud y la documentación presentada, incluido, en su caso,
el pago de tasas o precios públicos. Se practicará el asiento
en el Registro de Documentos y se identificarán y comunicarán
al interesado los procedimientos que se inician y, si fuera
necesario, las faltas a subsanar o documentos pendientes y
el plazo para su entrega o subsanación.

2. Igualmente, la Oficina comunicará a los interesados
la documentación que deberán presentar para iniciar aquellos
otros procedimientos competencia de la Administración de la
Junta de Andalucía que el ordenamiento jurídico prevea que
hay que tramitar preceptivamente antes del inicio de la
actividad objeto de la solicitud unificada, así como las modi-
ficaciones o mejoras voluntarias de las solicitudes que se
estimen convenientes para la resolución de los expedientes
o eliminación de aquellos trámites incidentales que se prevea
puedan tener lugar, de lo cual se levantará acta sucinta que
se incorporará al procedimiento de conformidad con el apar-
tado 3 del artículo 71 de la Ley 30/1992.

Artículo 8. Ordenación e instrucción.
1. La Oficina remitirá directamente a los Servicios o uni-

dades competentes para su resolución la documentación de
los expedientes que haya desglosado y completado sin nece-
sidad de que intervengan otros Registros, unidades u órganos
intermedios.

2. Las unidades competentes en razón de la especialidad
de la materia, realizarán de oficio los trámites previstos en
las disposiciones reguladoras de los procedimientos iniciados
en la Oficina, comunicando a la misma los actos de instrucción
en los que sea necesaria la participación de los interesados
para que sea ésta quien los coordine y notifique.

Artículo 9. Resolución.
1. Las unidades competentes en razón de la especialidad

de la materia, comunicarán a la Oficina las resoluciones que
se adopten. Una vez recibidas, la Oficina las notificará a los
interesados en la forma prevista en el artículo 59 de la Ley
30/1992, de 26 de noviembre. A las notificaciones se acom-
pañará una comunicación resumida sobre éstas y las pen-
dientes de producirse, adoptándose, y comunicando igualmen-
te, las medidas correspondientes en el caso de que alguna
fuera denegatoria.

2. El plazo para resolver empezará a contar desde la
fecha de registro en la Oficina de Respuesta Unificada una
vez presentada la documentación correspondiente al pro-
cedimiento.

CAPITULO III. COORDINACION, SEGUIMIENTO
Y EVALUACION

Artículo 10. Coordinación.
1. La Comisión Provincial de Coordinación podrá recabar

la información que estime conveniente de la Jefatura de la
Oficina de Respuesta Unificada. Evaluará los resultados de
las actuaciones desarrolladas y, dentro de su ámbito de com-
petencias, adoptará los acuerdos que estime necesarios para
la mejor consecución de los objetivos que se pretenden alcan-
zar con la Oficina de Respuesta Unificada.

2. Para facilitar las relaciones de los interesados con la
Oficina y la agilización, fluidez y celeridad en la tramitación
de los expedientes, cada Comisión Provincial de Coordina-
ción propondrá a los distintos órganos competentes, la
adopción de medidas de simplificación, racionalización y nor-
malización de los trámites administrativos.

3. El presidente de la Comisión Interdepartamental Pro-
vincial de Medio Ambiente podrá convocar cuando en dicha

Comisión se traten asuntos relacionados con los cometidos
de la Oficina de Respuesta Unificada al Jefe de la misma
que participará con voz pero sin voto.

Artículo 11. Seguimiento de expedientes.
1. En la provincia donde se cree una Oficina de Respuesta

Unificada cada Delegación, Gerencia o Dirección Provincial
designará un responsable para el seguimiento de los expe-
dientes y trámites de su competencia.

2. La Jefatura de la Oficina podrá convocar reuniones
periódicas con dichos responsables para el seguimiento y reso-
lución de las incidencias que puedan producirse.

Artículo 12. Comisiones de Seguimiento y Evaluación.
1. Bajo la presidencia de cada Delegado del Gobierno

se constituirá una Comisión Provincial de Seguimiento y Eva-
luación con participación de las organizaciones empresariales
y sindicales más representativas que recogerá las iniciativas
y sugerencias que surjan con vistas a fomentar la eficacia
de cada Oficina y aumentar el grado de satisfacción de sus
usuarios. Estas Comisiones Provinciales evaluarán el funcio-
namiento de cada Oficina, analizarán las sugerencias presen-
tadas, formularán propuestas y las elevarán a la Comisión
Provincial de Coordinación correspondiente y a la Comisión
Central de Seguimiento y Evaluación.

2. Bajo la presidencia del Secretario General para la
Administración Pública se constituirá la Comisión Central de
Seguimiento y Evaluación con participación de las organiza-
ciones empresariales y sindicales más representativas que
recogerá las iniciativas y sugerencias que surjan con vistas
a mejorar el funcionamiento de las Oficinas. Esta Comisión
evaluará el modelo diseñado para las Oficinas, analizará las
sugerencias presentadas, formulará propuestas y las elevará
al titular de la Consejería de Gobernación y Justicia.

Disposición Adicional Primera. Dotación de medios.
Las Consejerías afectadas atenderán, con sus propios

recursos humanos y materiales, las necesidades que se gene-
ren para la implantación y el funcionamiento de las Oficinas
de Respuesta Unificada.

Disposición Adicional Segunda. Evaluación funcional.
Antes de transcurrir un año desde su puesta en marcha,

la Comisión Provincial de Coordinación de cada provincia, a
la vista del resultado de la actuación de la Oficina de Respuesta
Unificada, propondrá las iniciativas necesarias para modificar
su ámbito de actuación, incrementar sus funciones o mejorar
su funcionamiento.

El resultado de la evaluación se plasmará en un informe
que deberá ser remitido a la Comisión Central de Seguimiento
y Evaluación a través de la Dirección General de Organización
Administrativa e Inspección General de Servicios de la Con-
sejería de Gobernación y Justicia.

Disposición Transitoria Unica. Urgencia y prioridad.
Hasta tanto se lleva a cabo la simplificación de los pro-

cedimientos y de conformidad con el artículo 50 de la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, el Delegado del Gobierno de
la Junta de Andalucía propondrá a las Delegaciones Provin-
ciales de las Consejerías la tramitación de urgencia en aquellos
procedimientos en los que resulte posible.

Los titulares de las unidades administrativas responsables
de los trámites darán las órdenes oportunas para que se dé
prioridad a los expedientes procedentes de la Oficina de Res-
puesta Unificada, de conformidad con la excepción prevista
en el art. 74.2 de la misma Ley 30/1992. Por esta medida
aquellos no pierden la facultad de alterar el orden de forma
motivada y de la que quede constancia.



BOJA núm. 86Sevilla, 1 de agosto 1998 Página núm. 9.825

Disposición Final Primera. Habilitación.
Se autoriza al titular de la Consejería de Gobernación y

Justicia para dictar cuantas disposiciones sean necesarias para
la ejecución, desarrollo y cumplimiento de lo dispuesto en
el presente Decreto.

Disposición final segunda. Actualización del Anexo.
Se autoriza al titular de la Consejería de Gobernación y

Justicia para actualizar el contenido del Anexo de este Decreto

previo informe favorable de las Consejerías que resulten
afectadas.

Sevilla, 7 de julio de 1998

MANUEL CHAVES GONZALEZ
Presidente de la Junta de Andalucía

CARMEN HERMOSIN BONO
Consejera de Gobernación y Justicia
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CONSEJERIA DE TRABAJO E INDUSTRIA

DECRETO 143/1998, de 7 de julio, por el que
se delimita la Zona de Acción Especial del Noroeste
y Sur de la provincia de Jaén.

Andalucía se encuentra en el ámbito territorial de actua-
ción que incluye las zonas de promoción económica de objetivo
núm. 1, calificada por la Unión Europea. Pretendiendo con
ello incidir en el desarrollo de su potencial endógeno, para
ir reduciendo las diferencias que existen, tanto dentro de su
territorio como con respecto de otros territorios del Estado,
así como estimular la creación y desarrollo de nuevas empresas
en los sectores de la industria, artesanía y servicios que pro-
muevan la diversificación del tejido industrial, el apoyo a la
innovación y al desarrollo tecnológico, y favorecer la implan-
tación industrial.

La Zona de Acción Especial del Noroeste y Sur de la
Provincia de Jaén está afectada por importantes problemas
socio-económicos, la mayoría de ellos de carácter estructural,
a los que se unen problemas coyunturales que aquejan al
contexto económico, en el que se desenvuelve la economía
de la zona, con una alta tasa de paro.

La Administración de la Junta de Andalucía, consciente
de estos problemas, está llevando a cabo una serie de actua-
ciones encaminadas, tanto a paliar los efectos negativos de
la crisis, como a intentar un relanzamiento económico de la
Zona de Acción Especial, efectuando una regulación unitaria
de la misma a través del presente Decreto.

La Comunidad Autónoma de Andalucía, en virtud del artícu-
lo 18.1.º de su Estatuto de Autonomía, tiene competencias
en materia de fomento y planificación de la actividad eco-
nómica en la Región.

En su virtud, a propuesta del Consejero de Trabajo e Indus-
tria, con la aprobación de la Consejería de Gobernación y
Justicia, y previa deliberación del Consejo de Gobierno en
su reunión del día 7 de julio de 1998.

D I S P O N G O

Artículo único. 1. Se delimita la Zona de Acción Especial
del Noroeste y Sur de la Provincia de Jaén, a la que resultará
de aplicación lo previsto en el Anexo del presente Decreto.

2. El ámbito geográfico de la Zona de Acción Especial
comprenderá los términos municipales de:

- Alcalá la Real.
- Alcaudete.
- Andújar.
- Arjona.
- Arjonilla.
- Bailén.
- Baños de la Encina.
- Carboneros.
- La Carolina.
- Castillo de Locubín.
- Guarromán.
- Jabalquinto.
- Jaén.
- Linares.
- Lopera.
- Marmolejo.
- Martos.
- Mengíbar.
- Santa Elena.
- Torreblascopedro.
- Torredelcampo.
- Torredonjimeno.
- Villanueva de la Reina.

Con carácter excepcional, podrán extenderse los bene-
ficios citados a continuación, a aquellas empresas industriales
que se instalen en términos municipales colindantes a las
anteriores.

DISPOSICION DEROGATORIA UNICA

Quedan derogadas cuantas Disposiciones de igual o infe-
rior rango se opongan a lo regulado en este Decreto.

DISPOSICIONES FINALES

Primera. Se autoriza al Consejero de Trabajo e Industria,
para dictar cuantas disposiciones sean necesarias para el
desarrollo y ejecución de lo previsto en el presente Decreto
y su Anexo.

Segunda. El presente Decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta
de Andalucía.

Sevilla, 7 de julio de 1998

MANUEL CHAVES GONZALEZ
Presidente de la Junta de Andalucía

GUILLERMO GUTIERREZ CRESPO
Consejero de Trabajo e Industria

A N E X O

1. Los objetivos generales a alcanzar con la declaración
de zona de Acción Especial residen en:

a) Agrupar todos los esfuerzos desarrollados por los dis-
tintos agentes sociales y socio-económicos para hacerlos más
eficaces y lograr un desarrollo industrial coherente en la zona.

b) Diversificar la economía y las industrias, favoreciendo
el apoyo a los sectores dotados de ventajas comparativas.

c) Reforzar al máximo la eficacia de la infraestructura
existente, sacando el mayor partido posible de los recursos
productivos.

d) Adaptar la oferta a la demanda, mediante una pla-
nificación del desarrollo industrial de la zona en su conjunto
que, dejando a un lado la división tradicional en municipios,
se centre en una unidad territorial basada exclusivamente en
criterios socio-económicos.

2. La estrategia para alcanzar los objetivos enumerados
se basará en los siguientes elementos:

- Análisis profundo de la situación industrial;
- Examen de las medidas de consolidación;
- Control del proceso de reconversión industrial;
- Mejora de la eficacia y competitividad de las empresas;
- Explotación óptima de las posibilidades locales;
- Apoyo a los sectores incipientes;
- Análisis, por parte de la Administración, de la posible

implantación de empresas pertenecientes a los sectores con
futuro y de sus perspectivas de viabilidad;

- Apoyo a las pequeñas y medianas empresas;
- Apoyo a las empresas del sector de economía social.

3. Las determinaciones y previsiones del presente Anexo
tendrán vigencia en el período comprendido entre el día 1
de enero de 1998 y el día 31 de diciembre del 2000, sin
perjuicio de que pueda acordarse su prórroga, determinada
por Orden del Consejero de Trabajo e Industria.


